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El control social ejercido 
por la gobernanza criminal: 
asignatura pendiente para el 
derecho en Colombia*

Capítulo 5

Resumen: Este capítulo analiza la gobernanza criminal como una categoría penal emergente 
en Colombia, centrando su estudio en Buenaventura, la región del Catatumbo y el depar-
tamento de Cauca, donde Grupos Armados Organizados y Grupos Delictivos Organizados 
ejercen autoridad y control social arrogándose funciones estatales. Mediante análisis de 
casos y revisión normativa, se evidencia cómo estos actores configuran sistemas alter-
nativos de gobierno, imponiendo normas, regulando economías ilegales y afectando los 
derechos fundamentales de las comunidades. Se destaca que la incapacidad estatal y los 
vacíos legales permiten la consolidación de estos poderes ilícitos, más aún tras el acuerdo 
de paz de 2016. Como resultado, se propone, entre otros, la tipificación penal específica de 
la gobernanza criminal, argumentando que ello ayudaría a recuperar la legitimidad institu-
cional frente a la sofisticación de estas estructuras criminales.

Palabras clave: criminalidad; derechos humanos; gobernanza; justicia; paz; violencia.

María Fernanda Reyes Rueda
Juan Fernando Gil Osorio 
Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”

DOI: https://doi.org/10.25062/9786287818262.05

* Capítulo de libro resultado del proyecto de investigación “Desafíos contemporáneos en la investigación para la for-
mación y la doctrina en seguridad y defensa de la Escuela Superior de Guerra: Reingeniería VINVE Fase I”, del grupo 
de investigación Centro de gravedad, de la Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes Prieto”, categorizado 
A1 por el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (MinCiencias) y registrado con el código COL0104976. Los 
puntos de vista y los resultados de este capítulo pertenecen a los autores y no reflejan necesariamente los de las 
instituciones participantes.

https://doi.org/10.25062/9786287818262.05


158

Derecho militar: límites y responsabilidades    
en operaciones contemporáneas

María Fernanda Reyes Rueda  
Mayor del Ejército Nacional de Colombia. Estudiante del Curso de Información Militar, ESDEG. 
Magíster en Instituciones Jurídicas de la Fuerza Pública, UMNG. Especialista en Derecho 
Internacional Aplicable a los Conflictos Armados, ESMIC. Abogada, Universidad Cooperativa de 
Colombia. https://orcid.org/0009-0002-5911-9463  - Contacto: maría.reyes@esdeg.edu.co

Juan Fernando Gil Osorio  
Mayor del Ejército Nacional de Colombia. Estudiante del Curso de Información Militar, ESDEG. 
Doctor en Derecho, Universidad Externado de Colombia. Magíster en Derechos Humanos 
y Democratización, Universidad Externado de Colombia y Carlos III de Madrid, España. 
Abogado, Universidad de Medellín, Colombia. https://orcid.org/0000-0002-6605-6846  
Contacto: juan.gilo@esdeg.edu.co

Citación APA: Reyes Rueda, M. F., & Gil Osorio, J. F. (2025). El control social ejercido por la 
gobernanza criminal: asignatura pendiente para el derecho en Colombia. En O. F. Vanegas 
Rincón (Ed.), Derecho militar: límites y responsabilidades en operaciones contemporá-
neas (pp. 157-192). Sello Editorial ESDEG. https://doi.org/10.25062/9786287818262.05

DERECHO MILITAR: LÍMITES Y RESPONSABILIDADES EN 
OPERACIONES CONTEMPORÁNEAS  
ISBN impreso: 978-628-7818-25-5
ISBN digital: 978-628-7818-26-2
DOI: https://doi.org/10.25062/9786287818262 

Colección Seguridad y Defensa
Sello Editorial ESDEG
Escuela Superior de Guerra “General Rafael Reyes prieto”
Bogotá D.C., Colombia 
2025

https://orcid.org/0009-0002-5911-9463
https://orcid.org/0009-0001-3354-9919 
https://orcid.org/0000-0002-6605-6846
https://doi.org/10.25062/9786287818262.05
https://doi.org/10.25062/9786287818262


El control social ejercido por la gobernanza criminal:  
asignatura pendiente para el derecho en Colombia

159

Introducción
La gobernanza criminal, como categoría conceptual y fenómeno observable, re-
presenta una forma contemporánea de poder ilegal, que desborda los márgenes 
tradicionales del derecho penal colombiano. Su complejidad exige una revisión 
crítica de las herramientas jurídicas disponibles, ya que, a pesar de su impacto y 
permanencia, el ordenamiento penal actual no reconoce explícitamente sus efec-
tos corrosivos sobre el Estado de derecho. Hoy, la acción de la Fiscalía General 
de la Nación debe hacer uso de una arquitectura legal dispersa, fragmentada y 
parcialmente anacrónica, que no alcanza a captar la naturaleza sistémica de esta 
modalidad de control social ejercida por actores no estatales.

Delitos como el constreñimiento ilegal, la usurpación de funciones públicas o 
la extorsión, si bien útiles en contextos específicos, resultan insuficientes para en-
frentar con eficacia un fenómeno que supone la sustitución funcional del Estado. 
Tal es el caso de Buenaventura, donde los grupos criminales definen toques de 
queda, autorizan proyectos productivos, controlan la movilidad de personas y regu-
lan disputas vecinales. En el Catatumbo, el autodenominado Ejército de Liberación 
Nacional (ELN) establece temporadas de pesca, controla la explotación de recur-
sos naturales y gestiona contratos de obras públicas mediante empresas fachada. 
En Tumaco, estructuras como la Segunda Marquetalia ejercen autoridad sobre el 
comercio sexual y la economía de la coca. Aquel tipo de “gobierno ilegal” impone 
reglas paralelas; captura la legitimidad social, mediante la coerción, la corrupción 
e incluso provee servicios en ausencia del Estado; y la comunidad se convierte en 
víctima de una dominación ilegítima, sostenida en una legalidad simulada.

Asimismo, el estudio se centra en la identificación y análisis de las prácticas 
mediante las cuales estructuras criminales ejercen control social en territorios es-
pecíficos, desplazando parcialmente las funciones legítimas del Estado; fenómeno 
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que evidencia un ejercicio paralelo de autoridad y constituye un mecanismo de 
regulación informal que incide directamente en la convivencia, la seguridad y la 
gobernabilidad en las comunidades afectadas. El problema jurídico y social que 
subyace en este análisis, radica en la carencia de un marco normativo explícito 
que tipifique y sancione el ejercicio de gobernanza criminal; la ausencia de ins-
trumentos legales adecuados genera vacíos significativos en la protección de los 
derechos fundamentales y limita la capacidad del Estado para intervenir de ma-
nera efectiva frente a dinámicas de control territorial ejercidas por actores ilíci-
tos. Aquel déficit normativo configura un desafío central para la disciplina jurídica, 
posicionando al fenómeno de la gobernanza criminal como un área prioritaria de 
investigación y desarrollo doctrinal.

El objetivo de la investigación fue caracterizar de manera sistemática las 
prácticas de gobernanza criminal y proponer criterios de tipificación penal que 
permitan una respuesta jurídica articulada y coherente con los principios cons-
titucionales. En este sentido, se buscó establecer un puente conceptual entre la 
teoría del derecho penal, la criminología crítica y la realidad social, con el fin de 
contribuir a la construcción de marcos legales más precisos y efectivos. Para el 
desarrollo del estudio se adoptó una metodología teórico-jurídica, sustentada 
en investigación cualitativa documental, se realizó una revisión hermenéutica de 
fuentes normativas y dogmáticas penales, combinada con un enfoque inductivo, 
que extrajo patrones conceptuales y normativos a partir del análisis de la literatura, 
jurisprudencia y doctrinas especializadas. Dicho enfoque metodológico garantiza 
la coherencia entre los hallazgos, la fundamentación teórica y las propuestas de 
tipificación, asegurando un aporte sistemático al conocimiento académico y jurí-
dico sobre la gobernanza criminal.

Continuando con lo anterior, a nivel dogmático e institucional, se plantea una 
propuesta integral de enfoque jurídico-criminológico de la delincuencia organi-
zada. El enfoque consiste en la incorporación al Código Penal colombiano de un 
tipo penal autónomo, que sancione la usurpación de funciones estatales por parte 
de Grupos Armados Organizados (GAO) y Grupos Delictivos Organizados (GDO). 
Lo anterior, a partir del análisis sistemático de los precedentes documentados, 
la arquitectura constitucional y los referentes comparados del derecho interna-
cional, sin desconocer los riesgos inherentes a la expansión del ius puniendi ni 
favorecer derivas punitivas populistas. La base de aquel planteamiento se asien-
ta en los postulados de legitimidad, proporcionalidad y necesidad, delimitando 
con precisión sujetos activos, conductas típicas, bienes jurídicos protegidos y 
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circunstancias agravantes, a fin de evitar formular normativas imprecisas o exce-
sivamente amplias.

Desde un enfoque constitucional, la existencia de formas paralelas de poder, 
que regulan derechos, impone tributos, imparten justicia y controlan servicios 
básicos, vulnera de forma directa el principio fundacional del Estado Social de 
Derecho (artículo 1 de la Constitución Política de Colombia) y desdibuja el mo-
nopolio legítimo del uso de la fuerza consagrado por Weber et al. (1947), como 
característica esencial del Estado moderno. Más aún, cuando estas estructuras 
armadas, establecen tribunales informales, promueven el reclutamiento de me-
nores para aumentar sus filas, garantizando la lealtad de sus familias y sostienen 
redes de financiación ilegal, mediante economías extractivas y narcoeconomías, 
su impacto trasciende lo jurídico, para insertarse de lleno en lo político, lo institu-
cional y lo humanitario.

La ausencia de una codificación legal específica favorece la impunidad y li-
mita la posibilidad de articular una respuesta interinstitucional coordinada, que 
reconozca la gobernanza criminal como una amenaza sistémica al orden cons-
titucional. Esta omisión técnica dificulta la priorización de investigaciones, el di-
seño de medidas de seguridad efectivas para la población, la desarticulación de 
redes criminales con capacidad de gestión social o la protección diferenciada de 
las comunidades afectadas. Así, el vacío normativo se traduce en una fragilidad 
estructural del sistema penal, que no logra operar con contundencia frente a un 
fenómeno distinto al crimen común, que por el contrario se comporta como es-
tructura paralela de gobierno.

Al mismo tiempo, a través de este capítulo se hace énfasis en la necesidad 
de avanzar en la creación del nuevo tipo penal, junto con reformas institucionales 
complementarias. No basta con penalizar, se requiere fortalecer capacidades es-
tatales, garantizar presencia institucional integral en los territorios históricamente 
marginados y establecer estrategias multidimensionales que integren las res-
puestas de la justicia, la política social, la infraestructura pública y la participación 
ciudadana. La gobernanza criminal no se derrota exclusivamente en los estrados 
judiciales; se desmonta en los campos, en los barrios, en las escuelas, en los hos-
pitales y en los espacios donde el Estado debe recuperar su capacidad soberana 
de proteger, orientar y servir.

La tipificación propuesta en este capítulo pretende superar las limitaciones 
del derecho penal tradicional, hoy circunscrito a visiones individuales del delito, 
para que en su lugar responda a la erosión de la soberanía democrática, que viene 
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consumando sistémicamente el crimen organizado, mediante la incorporación de 
delitos específicos, que den castigo al ejercicio ilegítimo del poder público, salva-
guardando la vigencia del orden constitucional, garantizando que la soberanía re-
side exclusivamente en el pueblo, del cual emana el poder público, que es ejercido 
por medio las autoridades públicas, en los términos que la Constitución establece.

Por ello, reconocer la gobernanza criminal como un fenómeno legal y penal 
independiente, es indispensable para fortalecer el Estado de derecho, rectificar las 
deficiencias legales en la jurisdicción penal y proteger los derechos fundamentales 
de las comunidades afectadas. En este capítulo se argumenta que Colombia de-
bería tipificar concretamente la gobernanza criminal, como una categoría jurídica 
independiente, afianzando la integridad de la autoridad estatal. La introducción de 
este nuevo delito disuadirá y castigará eficazmente a los actores criminales. La 
discusión examina la gobernanza criminal, sus causas y consecuencias estructu-
rales, los vacíos legales del derecho interno colombiano y las reformas estructura-
les necesarias para abordarlos.

El control social y la gobernanza criminal
El concepto de gobernanza criminal tiene un origen fundamentalmente interdisci-
plinario, con sus raíces más profundas en la ciencia política y la sociología, y apor-
tes significativos de la criminología y los estudios de seguridad y defensa. Aunque 
no es un concepto que provenga de una única disciplina, se puede trazar su origen 
a la confluencia de varios campos:

La base teórica proviene de autores como Charles Tilly, quien, desde la socio-
logía histórica y la ciencia política, estableció el paralelismo entre la formación del 
Estado y las actividades de la delincuencia organizada. La perspectiva de que los 
Estados modernos nacieron de la coerción y la extracción sentó las bases para 
entender que la gobernanza no es exclusiva del Estado (Tilly, 1985).

De otra parte, la criminología desarrolló el concepto, al estudiar de cerca las di-
námicas de las organizaciones criminales, las pandillas y los carteles. Criminólogos 
como Arias (2006) han aplicado el concepto para describir cómo estos grupos se 
dedican a actividades ilegales, y ejercen control social y político, proporcionando 
seguridad o justicia a comunidades locales.

En este mismo sentido, a partir de los Estudios de Seguridad y Defensa 
(Polemología), el concepto se ha integrado a este campo para analizar las ame-
nazas no tradicionales a la seguridad nacional e internacional. Se utiliza para 
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comprender cómo los grupos criminales desafían el monopolio de la violencia del 
Estado y cómo sus “órdenes” compiten o coexisten con la autoridad estatal, gene-
rando un nuevo tipo de conflicto y de control social.

Aunque el concepto se ha formalizado y popularizado más recientemente en 
la ciencia política, su origen es un híbrido de varias disciplinas que se han unido 
para entender la compleja relación entre el poder estatal y el poder de los actores 
criminales, por ello el capítulo aborda la gobernanza criminal, como el ejercicio de 
autoridad política, judicial y económica por parte de actores no estatales sobre 
poblaciones y territorios definidos.

Colombia se enfrenta a una gobernanza criminal arraigada en regiones donde 
el Estado es ineficaz para proporcionar un entorno de vida seguro (Feldmann & 
Luna, 2022). A diferencia del crimen organizado tradicional, que busca ganancias 
a través de empresas ilegales, la gobernanza criminal regula el comportamiento 
de la comunidad, impone sanciones y proporciona una forma perversa de orden y 
justicia. La autoridad de facto de los GAO y GDO, se hace evidente cada vez que in-
tentan establecer el orden, la tributación y la aplicación de la ley. En consecuencia, 
como afirman Koonings y Kruijt, en América Latina existen tres mecanismos inter-
seccionales de gobernanza criminal: 1) la captura del Estado; 2) la microsoberanía 
estratificada; y 3) la transgresión del Estado (Koonings & Kruijt, 2023).

Por otro lado, se distingue a la gobernanza criminal del terrorismo o la insur-
gencia, en su enfoque de permanencia territorial y en la sustitución de funciones 
públicas. Al hacerlo, desafía la esencia misma del Estado democrático, instauran-
do un gobierno en la sombra que opera con impunidad. La gobernanza criminal se 
configura como una violación sistemática de los derechos humanos (DD. HH.) por 
su relación con el narcotráfico, la extorsión, la justicia paralela y el control coerci-
tivo de las comunidades. En este sentido, la gobernanza criminal ejercida por los 
GAO y GDO socava el principio weberiano de que el Estado es el único titular del 
“monopolio legítimo del uso de la fuerza” (Weber et al., 1947).

Asimismo, el fenómeno de la gobernanza criminal representa una amenaza 
para el orden constitucional colombiano, al subvertir el sistema formal del Estado 
de derecho, administrar justicia arbitraria y establecer estructuras paralelas de 
gobernabilidad (Alda-Mejías, 2023). Aquello es una ausencia funcional y un de-
bilitamiento de la legitimidad del Estado en las zonas periféricas, lo que ha dado 
lugar a violaciones sistemáticas de los DD. HH. incluyendo el desplazamiento y 
la restricción de libertades (González & Otero, 2010). A su vez, los grupos ilegales 
llenan el vacío de poder público y consolidan su control, por lo tanto, es imperativo 
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que se analicen con rigor y se den respuestas institucionales a las disfunciones 
estructurales y a los vacíos del Estado de derecho (Reuter & Paoli, 2020).

Según Aponte et al. (2025) la implementación de la política de Paz Total (PPT) 
como estrategia del Estado colombiano para enfrentar la persistencia y expansión 
de grupos armados y organizaciones criminales en el país, sigue siendo un desafío 
central en la gobernanza criminal pese a los esfuerzos institucionales, pues estos 
actores mantienen control territorial, regulaciones sociales y económicas y afec-
tan a toda comunidad. De la misma manera, señala que la negociación con grupos 
criminales, sin un enfoque metodológico integral de fortalecimiento institucional y 
participación ciudadana, corre el riesgo de legitimar estructuras ilegales y perpe-
tuar dinámicas de violencia y exclusión (Aponte et al., 2025).

Los grupos criminales han pasado de desafiar la vigencia del orden consti-
tucional con las armas, a disputar los demás monopolios privativos del Estado, 
para desplazar o ejercer autoridad en algunas partes del territorio, hoy reconocido 
este fenómeno como gobernanza criminal. Este panorama lleva a identificar que 
la aspiración de los grupos armados organizados y de los grupos de delincuencia 
organizada, es controlar el territorio, mediante el avance físico de sus hombres en 
armas, y controlar cómo conviven los residentes en Colombia; en tanto que, frente 
a esta nueva realidad, las respuestas estatales desbordan el ámbito misional de 
la fuerza pública y demandan la integración de otros campos del Poder Nacional.

Algunos de estos campos del poder, llamados a sumar en las respuestas que 
demanda la sociedad, es la Rama legislativa y la judicial del Poder público, ya que el 
marco jurídico colombiano carece de una disposición legal y unificada que afronte 
la naturaleza sistémica de la gobernanza criminal. Hoy día, el ente investigador, 
es decir la Fiscalía General de la Nación (Constitución Política de Colombia, 1991, 
art. 250) debe basarse en categorías jurídicas fragmentadas, como el constreñi-
miento, conspiración o extorsión, dispersas en la legislación penal, para castigar 
judicialmente a quienes impiden a las personas, ejercer libremente sus derechos y 
libertades (Wijninga et al., 2014), es decir, a quienes ejercen un control social ilegal.

Al minar el monopolio de la fuerza del Estado y reemplazarlo con mecanismos 
arbitrarios, la gobernanza criminal abre la puerta a formas sistemáticas de violen-
cia estructural y simbólica que erosionan la legitimidad institucional, los derechos 
fundamentales y la función esencial de promover la seguridad, la convivencia y el 
orden justo, dispuesta en la Constitución Política de Colombia de 1991 (Asamblea 
Nacional Constituyente, 1991). Dichos regímenes híbridos, caracterizados por 
mezclar economías criminales, con estructuras pseudoestatales, están presentes 
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en zonas históricamente desatendidas por el Estado colombiano, como la Costa 
Pacífica (Cauca y Chocó), la Amazonía, los territorios contiguos a Venezuela 
(Arauca y Norte de Santander) y las periferias urbanas de Medellín y Cali. Su le-
gitimidad o aceptación popular proviene del miedo, la dependencia o incluso la 
aquiescencia local.

Por otro lado, el municipio de Buenaventura, Colombia, que alberga el principal 
puerto del Pacífico en el país, ha sido testigo de cómo los GAO y GDO, ordenan 
toques de queda nocturnos, se distribuyen el control de la economía local, a tra-
vés de extorsiones que hace las veces de impuestos y median en las disputas 
de convivencia. Aquello, no son actos criminales aislados, sino expresiones de un 
sistema de gobierno alternativo ilícito; realidad que se vive en regiones como el 
Catatumbo y el Cauca, donde los actores criminales, que ejercen soberanía de fac-
to, socavan la legitimidad y la autoridad del Estado colombiano.

A este fenómeno se suma que, tras décadas de conflicto, muchas comunida-
des han desarrollado estrategias de supervivencia, iniciativa e incluso emprendi-
miento en medio de la ausencia estatal. En estos territorios, la falta de efectividad 
de las instituciones oficiales ha concedido que otros actores como grupos arma-
dos ilegales o redes criminales, asuman funciones de autoridad, provean servi-
cios básicos y establezcan sus propias reglas, obteniendo incluso la lealtad de la 
población local. Así, la gobernanza criminal se consolida por la debilidad estatal, 
y la capacidad de estos grupos para suplir necesidades insatisfechas y ofrecer 
protección o bienestar donde el Estado no llega (Calderón, 2018).

Por otra parte, la existencia de “espacios vacíos”; es decir, áreas geográficas 
donde la acción del Estado es limitada o inexistente, crea condiciones propicias 
para la expansión de organizaciones criminales. Estos espacios, caracterizados 
por la falta de infraestructura, escaso poblamiento y dificultades de comunicación, 
debilitan la soberanía nacional y facilitan que actores ilegales controlen recursos 
estratégicos, obtengan ingresos y amplíen su base de poder. La ocupación efec-
tiva de estos espacios por parte del Estado es indispensable para prevenir la con-
solidación de la gobernanza criminal y fortalecer la seguridad multidimensional en 
el país (Calderón, 2018).

La dinámica histórica de los conflictos ha dejado vulnerabilidades persistentes; 
el GAO Clan del Golfo ocupó rápidamente los vacíos de poder que surgieron por la 
desmovilización de las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC) tras 
la firma del Acuerdo de Paz en 2016 (Gil et al., 2019; Gil & Pulido, 2022). Estos su-
cesores criminales controlaron territorio, relaciones, redes y roles de gobernanza. 



166

Derecho militar: límites y responsabilidades    
en operaciones contemporáneas

Al respecto, Arenas-Piedrahita et al. concluyen que las disidencias y otros actores 
armados ilegales no estatales que llenan el vacío de las FARC establecen “lógicas 
de dominación a través del control de las economías ilegales y la corrupción de los 
gobernantes locales” (Arenas-Piedrahita et al., 2023).

Asimismo, la pobreza extrema, la desigualdad y la falta de respuestas estatales 
a dicha tragedia humanitaria, contribuyen al atractivo de la gobernanza criminal. 
Con pocas alternativas económicas, las comunidades recurren a actores ilícitos 
para obtener empleo, protección o resolución de disputas. En algunos casos, los 
grupos criminales distribuyen alimentos, financian escuelas o median en conflictos 
por la tierra, creando una forma perversa de legitimidad. Respecto a las difíciles 
condiciones de la historia reciente de Colombia, Koonings y Kruijt advierten que “la 
desigualdad y la exclusión subyacen y se reproducen en la intersección de la frag-
mentación del Estado, la violencia y la soberanía híbrida” (Koonings & Kruijt, 2023).

En tanto, la corrupción y la complicidad institucional refuerzan estas dinámi-
cas. Los funcionarios que trabajan con actores criminales o los apoyan, socavan la 
credibilidad del Estado y contribuyen a la influencia prolongada del crimen. Duque 
explora el papel de la impunidad y la ineficacia de la justicia, exacerbando la go-
bernanza criminal “por la cooptación o coerción de los jueces” (Duque, 2020). De 
ahí, el corregimiento de El Plateado, en el municipio de Argelia, Cauca, representa 
uno de los ejemplos más visibles de gobernanza criminal en el suroccidente co-
lombiano, tras el Acuerdo de Paz de 2016. El retiro de las FARC-EP, dejó un vacío de 
poder que fue rápidamente llenado por GAO como el Frente Carlos Patiño y otras 
estructuras; estas organizaciones han establecido formas de control territorial que 
incluyen normas impuestas, justicia paralela y restricciones a la movilidad civil (Gil, 
2020; Gil & Pulido, 2022).

Como resultado, la gobernanza criminal representa un obstáculo para el desa-
rrollo y la consolidación de la paz. En las zonas bajo régimen criminal, se bloquean 
los proyectos de infraestructura, se aumenta el reclutamiento ilícito de niños, ni-
ñas y adolescentes (NNA) y se sabotean o gravan los servicios de salud; entorno 
que disuade la inversión y perpetúa la pobreza. La gobernanza criminal se usa 
para fortalecer y sostener actividades ilegales, obtener rentas criminales y justifi-
car medidas violentas que obligan a cumplir normas contrarias al respeto de los 
derechos fundamentales y la convivencia pacífica.
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El vacío legal en el Código Penal colombiano
A pesar de su creciente prevalencia, el Código Penal colombiano no castiga el con-
trol social que ejercen los GAO y los GDO. Por ello, las instituciones públicas y la 
principal de ellas en este cometido, la Fiscalía General de la Nación, deben basar 
la acción penal, en formular cargos mediante delitos dispersos del Código Penal, 
como el artículo 182 coerción ilegal, el artículo 340 conspiración para cometer un 
delito y el artículo 426 usurpación de un cargo público (Congreso de la República 
de Colombia, 2000) que, aunque cada uno puede aplicarse en parte, ninguno refle-
ja el ejercicio de controlar la convivencia de los GAO y los GDO. La fragmentación 
legal conduce a cargos superpuestos, juicios complejos y sentencias inadecuadas 
que alientan la continuidad del referido control social. Iturralde (2016) reconoce la 
necesidad de implementar medidas punitivas efectivas.

Aunado a esa precariedad normativa nacional, el marco jurídico internacional 
tampoco ofrece alternativa, dado lo reciente de esta modalidad criminal, pues no 
existe alguna mención incipiente en la Convención de Palermo de las Naciones 
Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, sobre la gobernanza cri-
minal. Aunque aborda el lavado de dinero, la corrupción y la trata de personas, 
entre otros fenómenos, no enfrenta la sustitución de las funciones del Estado por 
grupos criminales. Por lo tanto, como postulan Koonings y Kruijt, una acción efec-
tiva para garantizar la aplicación del Estado de derecho requiere que las autorida-
des gubernamentales se enfrenten a la “ausencia de codificación legal y reconoci-
miento institucional” (Koonings & Kruijt, 2023).

Para abordar la gobernanza criminal de manera efectiva, Colombia debe adop-
tar una estrategia de reforma multidimensional. La mera ocupación territorial por 
parte de la fuerza pública resulta insuficiente para recuperar el control estatal del 
espacio geográfico. Se debe articular una comprensión integral que incorpore los 
enfoques políticos, económicos, jurídicos y sociales de la seguridad, de manera 
complementaria e interdependiente. No obstante, se centrará en el diseño de un 
marco normativo para definir la gobernanza criminal, como delito en el Código 
Penal colombiano ya que, si bien Colombia cuenta con sólidas herramientas pe-
nales para abordar delitos individuales, el marco legal aun es escaso para abordar 
de manera efectiva fenómenos sistémicos como la gobernanza criminal.

En la Figura 1 representa un sistema de gobernanza criminal, visualizando las 
interacciones entre distintos actores involucrados en actividades ilícitas y la res-
puesta del Estado, la sociedad civil y organismos internacionales. Cada nodo indi-
ca un actor o grupo relevante, codificado por colores según su categoría, mientras 
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que las flechas muestran las relaciones entre ellos, diferenciadas por tipo de inte-
racción, representación que identifica las dinámicas de colaboración, conflicto y 
supervisión dentro del sistema criminal. 

Figura 1. Estructura del sistema de gobernanza criminal

Fuente: García (2024).

Cabe resaltar que la figura muestra como los actores criminales, carteles y 
redes mafiosas, se conectan con autoridades corruptas y, en contraste, como la 
policía, la sociedad civil, los medios de investigación y organismos internacionales 
intervienen en la gobernanza y supervisión del sistema; la figura ofrece una he-
rramienta para comprender las complejas dinámicas de poder y cooperación en 
contextos de gobernanza criminal.

Algunos críticos sostienen que tipificar conductas como la gobernanza cri-
minal deriva en una criminalización excesiva y en un instrumento desmesurado 
de las consecuencias penitenciarias, fenómeno comúnmente denominado “popu-
lismo punitivo”; que se manifiesta en el uso instrumental de derecho penal como 
estrategia política para obtener beneficios electorales, bajo la premisa reduccio-
nista de que el endurecimiento de las penas disminuye automáticamente la cri-
minalidad (Bonner, 2021; Ruiz, 2018; Uribe, 2013). Dicho enfoque se caracteriza 
por la expansión irracional del ius puniendi, la creación indiscriminada de nuevos 
tipos penales y el aumento de sanciones severas sin sustento técnico ni evidencia 
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empírica suficiente, generando así respuestas desproporcionadas e ineficaces 
(Bonner, 2021).

Además, esta lógica política suele apelar a sentimientos de inseguridad y 
descontento social, presentando al sistema penal como protector exclusivo del 
ciudadano frente a delincuentes supuestamente favorecidos por garantías lega-
les, lo que legitima discursos de “mano dura” y “tolerancia cero” que terminan por 
sobrecargar el sistema penitenciario y desbordar sus capacidades (Antón-Mellón 
& Antón-Carbonell, 2018; Uribe, 2013). En consecuencia, para los críticos, el popu-
lismo punitivo, aumenta la población carcelaria y la violencia institucional y debilita 
los principios democráticos y la proporcionalidad en la aplicación de la justicia 
penal (Ruiz, 2018).

Otra preocupación fundamental, es la persistente incapacidad de investigar o 
condenar a los funcionarios públicos que facilitan la gobernanza criminal o se be-
nefician de ella. Este fracaso persiste, a pesar de las recurrentes denuncias públi-
cas que buscan enfrentar la corrupción y desmantelar la colusión entre servidores 
públicos y actores criminales. Como destaca Rodríguez, existe un preocupante 
“contraste entre el número de órdenes de arresto emitidas en una investigación 
y el número de arrestos realizados, y las denuncias hechas durante el proceso 
que no se investigan”, lo que subraya una falla sistémica en la aplicación de la ley 
(Betancourth, 2005). Un claro ejemplo es el caso del exgobernador de La Guajira, 
Juan Francisco “Kiko” Gómez, quien fue condenado en 2017 por homicidio y vín-
culos con GAO o GDO. Su caso ilustra la profundidad del enredo criminal-político, y 
el potencial del sistema de justicia para hacer rendir cuentas a figuras influyentes.

La contribución del Derecho, frente a este vacío legal, mejoraría la coordina-
ción entre las instituciones y autoridades, estableciendo un marco compartido que 
articule las capacidades de las fuerzas del orden y la rama judicial (Constitución 
Política de Colombia, 1991, arts. 229-249), admitiendo a las autoridades, recono-
cer y responder de forma integral.

El control social ejercido por la gobernanza criminal representa una profunda 
amenaza para la democracia, la legalidad y la estabilidad social de Colombia. En 
muchas regiones, los ciudadanos viven bajo regímenes paralelos que imponen 
normas, castigos, y demandan de ellos gravámenes económicos sin autoridad 
constitucional. Por ello el Derecho colombiano debe evolucionar para enfrentar 
este desafío, constituyendo un paso cardinal, la tipificación del control social ejer-
cido por los GAO y GDO como un delito autónomo, para poner fin a la impunidad, 
restaurar el Estado de derecho y reafirmar la legitimidad del Estado en zonas de 
conflicto, garantizar que sea la Ley y no la violencia, la que gobierne el territorio.
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Tipificación penal de la gobernanza criminal en 
Colombia: propuesta normativa y justificación 
jurídico-criminológica 
Ante este fenómeno, el ordenamiento jurídico colombiano carece de una figura 
penal autónoma que lo aborde con eficacia; la modalidad ejercida por GAO y GDO, 
representa una amenaza directa al Estado de derecho, la estabilidad democrática 
y los derechos fundamentales de las comunidades afectadas (Aponte et al., 2025; 
Feldmann & Luna, 2022). El capítulo propone una formulación legislativa que ti-
pifique el ejercicio de gobernanza criminal como delito, incorporando elementos 
dogmáticos, agravantes, mecanismos procesales diferenciados y un análisis de 
impacto normativo.

Tipo penal propuesto: ejercicio de gobernanza criminal 
La sección tiene por objeto abordar la conducta mediante la cual los grupos u 
organizaciones criminales ejercen control, autoridad o influencia sobre determina-
das poblaciones o territorios, desplazando así las funciones legítimas del Estado. 
Aquel concepto parte del reconocimiento de que ciertos actores criminales esta-
blecen estructuras de poder paralelas que regulan el comportamiento, imponen 
normas y generan mecanismos de disciplina y cooperación dentro de su esfera de 
influencia. Así, la tipificación de este comportamiento tiene por objeto establecer 
un marco jurídico que sanciona específicamente dicha conducta, reforzando así la 
protección de los derechos fundamentales y contribuyendo al estudio y control de 
la gobernanza criminal.

Se propone la incorporación del siguiente tipo penal al Código Penal colombiano: 

Artículo XX. Ejercicio de gobernanza criminal. El que, sin investidura legal, ni 
mandato constitucional, ejerza de manera concertada, permanente o siste-
mática, funciones propias del Estado en un territorio determinado, tales como 
imponer normas de convivencia, administrar justicia paralela, demandar el 
pago de tributación, controlar servicios públicos, o limitar el libre ejercicio de 
derechos fundamentales de la comunidad, sustituyendo el orden constitucio-
nal mediante, intimidación, coacción, corrupción o violencia, incurrirá en pena 
privativa de la libertad de dieciocho a veinticinco años, multa de mil a dos mil 
salarios mínimos legales mensuales vigentes, y pérdida de derechos políticos 
por hasta diez años.
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Elementos dogmáticos 
El tipo penal propuesto contempla los siguientes elementos:

•	 Sujeto activo: Toda persona natural que integre o colabore con estructu-
ras ilegales (GAO y GDO) que asuman funciones estatales (Alda-Mejías, 
2023).

•	 Sujeto pasivo: Comunidades sometidas al control ilegal, cualquier persona 
cuyos derechos se vean restringidos y el Estado colombiano, como titular 
de la soberanía.

•	 Bien jurídico: Orden constitucional, soberanía estatal y derechos fun-
damentales como la convivencia, la libertad de movilidad y expresión 
(Asamblea Nacional Constituyente de Colombia, 1991).

•	 Conducta: Acción u omisión que configura la usurpación de autoridad. 
Verbos rectores como imponer, mediar, restringir o recaudar, ejercidos de 
manera sistemática en contextos de ausencia estatal (Koonings & Kruijt, 
2023).

•	 Nexo causal: Se presume el impacto directo de la conducta, sobre el orden 
jurídico estatal, la integridad institucional y los derechos individuales de 
la población sometida. Asimismo, relación entre la sustitución del poder 
público y el daño al tejido social, institucional y democrático.

Aspecto subjetivo del tipo penal
•	 Dolo directo o eventual: El sujeto activo actúa con conocimiento de que 

está usurpando funciones estatales y con voluntad de ejercer control ile-
gal sobre la población.

•	 Elemento volitivo: Se sanciona la intención de sustituir el orden consti-
tucional y la soberanía estatal, a través de mecanismos paralelos de 
gobernanza.

•	 Exclusión del error de tipo: No será procedente la ignorancia sobre la ilegi-
timidad de sus actos de autoridad.

Circunstancias de agravación 
Se aumentará la pena en una tercera parte cuando:

•	 El sujeto activo sea funcionario público o exfuncionario.
•	 Hay coordinación con redes de corrupción institucional (Duque, 2020).
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Mecanismos procesales especiales
•	 Investigación priorizada: Inclusión de este delito en el sistema de prioriza-

ción del SPOA, para territorios afectados por GAO/GDO.
•	 Competencia especial: Asignación de competencias a fiscales delegados 

ante jueces penales especializados en crimen organizado.
•	 Medidas cautelares ampliadas: Posibilidad de solicitar intervención ur-

gente, suspensión de servicios dominados ilegalmente, para proteger a la 
población sometida, con enfoque diferencial, especialmente en regiones 
históricamente afectadas por el conflicto armado (Calderón, 2018).

Exposición de motivos 
La dispersión normativa actual impide sancionar eficazmente a quienes ejercen 
control social ilegal mediante categorías como la extorsión o el constreñimiento 
(Congreso de la República de Colombia, 2000). Este vacío normativo accede la 
impunidad de GAO y GDO que operan en regímenes de facto, como lo evidencian 
casos del ELN y la Segunda Marquetalia (Aponte et al., 2025).

La creciente presencia de estructuras criminales que suplantan funciones 
estatales en Colombia como se evidencia en regiones como Buenaventura, el 
Catatumbo y el Cauca, exige una respuesta jurídica acorde con la gravedad del 
fenómeno. La “gobernanza criminal” deja de ser una suma de delitos aislados para 
convertirse en un sistema paralelo de poder que erosiona el Estado de derecho, 
afecta la soberanía nacional, y vulnera sistemáticamente los DD. HH.

El ordenamiento penal colombiano, al carecer de una figura unificada que san-
cione el control social ilegal y la sustitución funcional del Estado, se ve limitado 
a perseguir aisladamente conductas como la extorsión, el constreñimiento y la 
conspiración, con resultados insuficientes. Esto ha facilitado la impunidad de ac-
tores que gobiernan sin legitimidad, como lo demuestran casos documentados 
del ELN, la Segunda Marquetalia o bandas como los Shottas.

Tipificar el ejercicio de gobernanza criminal como delito autónomo condescenderá:
•	 Reconocer formalmente el daño estructural causado a la democracia y al 

contrato social.
•	 Superar la dispersión normativa, consolidando un marco técnico eficaz 

para la acción penal.
•	 Proteger comunidades sometidas a regímenes violentos y arbitrarios.
•	 Fortalecer la legitimidad institucional del Estado colombiano.
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Con este tipo penal se establece una herramienta jurídica que trasciende la 
visión reactiva de la criminalidad, incorporando un enfoque de restauración del 
orden constitucional, alineado con el principio de legalidad, proporcionalidad y pro-
tección integral de los derechos fundamentales.

Antecedentes comparados internacionales
Otros países han incorporado figuras que, aunque no abordan directamente la 
gobernanza criminal, ofrecen aproximaciones valiosas, al identificar mecanismos 
jurídicos aplicables y análogos:

•	 En Italia, la associazione mafiosa penaliza estructuras que ejercen justicia 
paralela y tributación ilegal. Castiga la formación de grupos que imponen 
omertá, justicia paralela y tributación social ilegal (Reuter & Paoli, 2020).

•	 En Brasil, las milicias privadas suplantan funciones de seguridad estatal. 
Se sanciona la sustitución de funciones de seguridad pública por grupos 
armados privados (Lessing, 2021).

•	 En México, la usurpación de funciones públicas sanciona el ejercicio 
ilegítimo del poder estatal, aunque no considera el impacto estructural 
(Bonner, 2021).

Colombia tiene la oportunidad de avanzar hacia una figura penal innovadora 
que responda a fenómenos delictivos complejos y locales.

Indicadores criminológicos y constitucionales
La presencia persistente de GAO/GDO en territorios rurales y urbanos como 
Tumaco, Buenaventura y Argelia demuestra una reincidencia territorial de carácter 
estructural. La administración de justicia paralela, el cobro de tributos ilegales y la 
regulación social sin legitimidad configuran formas híbridas de soberanía paralela 
(Koonings & Kruijt, 2023). Estos respaldan la necesidad del tipo penal:

•	 Alta reincidencia territorial: Tras la desmovilización de las FARC, múlti-
ples GAO ocuparon espacios con lógica de gobernanza criminal (Arenas-
Piedrahita et al., 2023; Gil, 2022; Gil & Pulido, 2022).

•	 Reclutamiento ilegal de menores: Los regímenes de facto incluyen prácti-
cas sistemáticas de instrumentalización de NNA, actualmente, mediante 
plataformas de redes sociales. En TikTok y Facebook, integrantes de GAO 
y GDO mantuvieron contacto con NNA, usando foros públicos de conver-
sación y servicios de mensajería directa, que luego derivaron en su reclu-
tamiento o utilización (Organización de las Naciones Unidas, 2025).
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•	 Prevalencia de justicia paralela: Se documentan sanciones, reglas, y “tribu-
nales informales” en comunidades dominadas por GAO y GDO, por ejemplo, 
el ELN afirmó que el secuestro de Jessica Mariana Albarracín le “aplicaron 
el debido proceso acorde a la normatividad del ELN” (UltimaHoraCR, 2025).

•	 Control de movilidad y normativas sociales: Ej. regulación del comercio 
sexual, consumo de drogas o tala de árboles (SM y ELN).

•	 Deterioro institucional: Infiltración política, contratos ficticios, usurpación 
de rentas estatales en zonas petroleras.

•	 Creciente legitimación social por carencia estatal: En regiones como 
Tumaco y Argelia, la población recurre a GDO por servicios básicos.

Fundamento constitucional
La propuesta se fundamenta en los siguientes artículos: 

Tabla 1. Artículos fundamento constitucional 

Artículo Contenido Constitucional Vinculación Al Tipo Penal

Art. 1 Colombia es un Estado Social de Derecho La gobernanza criminal vulnera la premisa 
del monopolio legítimo estatal

Art. 2 Fines del Estado: garantizar derechos, 
convivencia, paz

Sustitución ilegal de estas funciones exige 
tipificación

Art. 6 Responsabilidad individual ante el ejercicio 
ilegítimo de poder

Base para sancionar a quienes ejerzan 
funciones públicas sin legitimidad

Art. 29 Debido proceso Este tipo penal fortalece garantías al esta-
blecer legalidad clara

Art. 250 Fiscalía como ente investigador de delitos Requiere categorías jurídicas precisas para 
perseguir estructuras sistémicas

Fuente: elaboración propia con base a la Constitución Política de Colombia.

Constitucionalmente, el tipo penal propuesto se sustenta en los artículos 
mencionados anteriormente, que reconocen al Estado como garante del orden 
legal, los derechos fundamentales y el monopolio legítimo del uso de la fuerza 
(Constitución Política de Colombia, 1991).

Impacto normativo de la propuesta
La incorporación de este tipo penal tendría un impacto normativo significativo:

•	 Claridad dogmática: Supera la fragmentación legal que obstaculiza la per-
secución penal.
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•	 Protección ampliada: Mejora la respuesta estatal frente a regímenes ilega-
les que sustituyen al Estado.

•	 Coordinación institucional: Articula la acción penal, política y administrati-
va para recuperar el control territorial.

•	 Prevención estructural: Al sancionar el ejercicio de funciones estatales sin 
legitimidad, se disuade la proliferación de regímenes criminales de facto.

Esta propuesta se alinea con los principios de proporcionalidad, legalidad y ne-
cesidad en la formulación de política criminal, fortaleciendo la capacidad del Estado 
colombiano para enfrentar desafíos contemporáneos de seguridad y gobernabilidad.

Cierre técnico de la propuesta
La “gobernanza criminal” debe ser comprendida como una forma híbrida de ejer-
cicio ilegítimo de poder, que suplanta el Estado, desvirtúa el monopolio legítimo 
del uso de la fuerza, y vulnera los derechos fundamentales. Su tipificación no debe 
caer en el populismo punitivo ni en la sobre generalización, sino establecer una 
herramienta precisa, proporcional y orientada a proteger la institucionalidad de-
mocrática. Esta propuesta:

•	 Moderniza el derecho penal colombiano en línea con fenómenos crimino-
lógicos complejos.

•	 Establece claridad procesal para el ente investigador.
•	 Protege comunidades vulnerables y DD. HH.
•	 Refuerza el pacto constitucional y la confianza institucional.
Ahora bien, comprendiendo la gobernanza criminal, como el ejercicio de 

autoridad política, judicial y económica por parte de actores no estatales sobre 
poblaciones y territorios definidos, ha evolucionado de un fenómeno local a una 
amenaza de carácter transnacional (Feldmann & Luna, 2022). Diversos estudios y 
reportes oficiales demuestran que los GAO y GDO han expandido sus operaciones 
más allá de las fronteras estatales, estableciendo redes que conectan territorios, 
economías y comunidades en varios países latinoamericanos.

Estos grupos disputan el control territorial y ejercen control social sobre la 
población, imponiendo normas, regulando actividades económicas y sociales, y 
suplantando funciones estatales (Koonings & Kruijt, 2023). La consolidación de 
la gobernanza criminal en zonas fronterizas y su articulación con mercados ilíci-
tos globales demuestran la capacidad de estos actores para operar en múltiples 
jurisdicciones, desafiando la soberanía y el monopolio legítimo de la fuerza de los 
Estados (Weber et al., 1947).
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Amenaza regional y necesidad de cooperación internacional
En este sentido, el control social que ejerce la gobernanza criminal no es un fe-
nómeno exclusivo de Colombia y, por el contrario, sus rasgos característicos se 
encuentran en diversas ubicaciones regionales, así:

Figura 2. Distribución geográfica grupos criminales en Latinoamérica 

Fuente: elaboración propia.

La Figura 2 muestra la distribución geográfica de algunos de los principa-
les grupos criminales y actividades ilícitas en Perú, Ecuador, México y Panamá. 
Cada punto señala la ubicación aproximada donde estas organizaciones ejercen 
influencia o desarrollan sus actividades, mientras que los colores distinguen el 
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país correspondiente; las etiquetas identifican a cada grupo, facilitando una visión 
comparativa de su presencia territorial en la región. A continuación, se detalla cada 
caso según el país:

Perú
1.	 Sendero Luminoso (SL) — VRAEM y Selva Central

•	 Prácticas de control social: Imposición de toques de queda, adminis-
tración de justicia paralela, prohibición de ciertas actividades (como 
el consumo de alcohol), regulación de cultivos ilícitos y reclutamiento 
forzado.

•	 Grupo: Sendero Luminoso, organización armada maoísta.
•	 Ámbito: Valles de los ríos Apurímac, Ene y Mantaro (VRAEM), zonas 

rurales de Ayacucho, Huancavelica y Junín.
•	 Fuente: El Estado peruano y organismos internacionales han docu-

mentado cómo SL llegó a instaurar una “República Popular” en zonas 
bajo su control, suplantando al Estado y regulando la vida cotidiana de 
las comunidades.

2.	 “Los Pulpos” — San Juan de Lurigancho, Lima
•	 Prácticas de control social: Extorsión sistemática a comerciantes y 

transportistas, imposición de “cuotas de seguridad”, amenazas y vio-
lencia para controlar mercados y rutas de transporte.

•	 Grupo: Banda criminal “Los Pulpos”.
•	 Ámbito: Distrito de San Juan de Lurigancho, Lima.
•	 Fuente: Autoridades peruanas han declarado este distrito en emergen-

cia por la capacidad de la banda para suplantar funciones estatales y 
regular la vida económica y social local (RCR Perú, 2025).

3.	 Minería ilegal y trata de personas — Madre de Dios
•	 Prácticas de control social: Control de campamentos mineros ilegales, 

explotación laboral y sexual, imposición de normas internas, cobro de 
“derechos de trabajo” y castigos ejemplares.

•	 Grupo: Redes criminales dedicadas a la minería ilegal y trata, con pro-
tección armada.

•	 Ámbito: Región de Madre de Dios.
•	 Fuente: Investigaciones judiciales y reportes de ONG documentan el 

poder de estos grupos para regular comunidades enteras y someter 
a la población a sus reglas (Human Rights Watch, 2025; Manrique & 
Hernando, 2024; Mongabay, 2025).
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Ecuador
1.	 Los Choneros — Guayaquil y Costa

•	 Prácticas de control social: Imposición de “leyes” internas en barrios, 
extorsión a comerciantes, control de prisiones, regulación de la movili-
dad y actividades económicas.

•	 Grupo: Los Choneros, GAO ecuatoriano.
•	 Ámbito: Guayaquil, Manabí y Esmeraldas.
•	 Fuente: Informes de inteligencia y prensa nacional confirman su poder 

para establecer normas y ejercer violencia para mantener el control te-
rritorial (Pazmiño, 2022; Primicias, 2025).

2.	 Los Lobos — Sierra Centro y Amazonía
•	 Prácticas de control social: Cobro de “vacunas” (extorsión), amenazas 

a autoridades locales, regulación de mercados ilegales y legales, admi-
nistración de justicia paralela.

•	 Grupo: Los Lobos.
•	 Ámbito: Provincias de la Sierra centro y Amazonía.
•	 Fuente: Clasificados oficialmente como GAO por el Estado ecuatoriano, 

con capacidad logística y armada para desafiar al Estado (Primicias, 
2025; Santillán, 2024).

3.	 Frente Oliver Sinisterra (disidencia FARC) — Frontera Norte
•	 Prácticas de control social: Imposición de reglas en comunidades fron-

terizas, reclutamiento forzado, control del tráfico de drogas y minería 
ilegal, restricción de movimientos.

•	 Grupo: Frente Oliver Sinisterra, disidencia armada colombiana.
•	 Ámbito: Frontera entre Ecuador y Colombia (Esmeraldas, Sucumbíos).
•	 Fuente: Reconocido oficialmente como grupo armado por el gobier-

no ecuatoriano tras ataques y asesinatos de militares (Diario Las 
Américas, 2024; Santillán, 2024).

México
1.	 Cártel Jalisco Nueva Generación (CJNG) — Occidente y Centro

•	 Prácticas de control social: Imposición de toques de queda, prohibición 
de robos y secuestros en sus zonas, castigos públicos, extorsión siste-
mática y control de mercados legales e ilegales.

•	 Grupo: CJNG.
•	 Ámbito: Jalisco, Michoacán, Veracruz, Zacatecas, entre otros.
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•	 Fuente: Documentos oficiales y reportajes periodísticos muestran 
cómo el CJNG regula la vida diaria y la economía en decenas de muni-
cipios (El Universal, 2023; Hernández et al., 2025).

2.	 Cártel de Sinaloa — Noroeste
•	 Prácticas de control social: Prohibición de delitos menores, distribución 

de ayuda social (“narcolimosnas”), control del comercio local, regula-
ción de la movilidad y de la vida comunitaria.

•	 Grupo: Cártel de Sinaloa.
•	 Ámbito: Sinaloa, Sonora, Durango.
•	 Fuente: Investigaciones académicas y reportes oficiales destacan su 

capacidad para ejercer “gobierno paralelo” en comunidades rurales (El 
Universal, 2023; Velasquez, 2024).

3.	 Los Zetas — Noreste
•	 Prácticas de control social: Extorsión, cobro de piso, administración 

de justicia paralela, imposición de reglas de convivencia y castigos 
ejemplares.

•	 Grupo: Los Zetas.
•	 Ámbito: Tamaulipas, Coahuila, Veracruz.
•	 Fuente: Documentación oficial y académica evidencia cómo Los Zetas 

han llegado a suplantar funciones estatales en municipios bajo su do-
minio (El Universal, 2023; Hernández et al., 2025; INE, 2024).

Panamá
1.	 Bagdad — Ciudad de Panamá y Colón

•	 Prácticas de control social: Control territorial en barrios, extorsión a 
comerciantes, regulación de venta de drogas, imposición de normas 
internas y castigos a infractores.

•	 Grupo: Bagdad.
•	 Ámbito: Ciudad de Panamá, Colón.
•	 Fuente: Índice Global de Crimen Organizado y reportes oficiales identi-

fican a Bagdad como la banda con mayor control territorial y capacidad 
para ejercer funciones estatales en zonas urbanas (OCIndex, 2023).

2.	 Calor Calor — Colón y Costa Caribe
•	 Prácticas de control social: Vigilancia de envíos de droga, control de 

rutas, extorsión, secuestros, administración de justicia interna, control 
de prisiones.

•	 Grupo: Calor Calor.
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•	 Ámbito: Colón, Costa Caribe.
•	 Fuente: Reportes internacionales y oficiales destacan su control sobre 

territorios estratégicos y la regulación de actividades ilícitas y legales 
(OCIndex, 2023).

3.	 Redes de trata y explotación — Panamá Ciudad
•	 Prácticas de control social: Retención de documentos, imposición de 

trabajos forzados, restricción de movilidad, amenazas y violencia, ex-
plotación sexual y laboral.

•	 Grupo: Redes criminales de trata de personas.
•	 Ámbito: Ciudad de Panamá y periferia.
•	 Fuente: Casos judiciales recientes del Ministerio Público de Panamá 

documentan la existencia de estructuras criminales que ejercen con-
trol social sobre víctimas extranjeras y nacionales (Ministerio Público 
de Panamá, 2025).

El control social ejercido por la gobernanza criminal representa una amenaza 
regional y transnacional por varias razones:

•	 Erosión de la soberanía estatal: La capacidad de los GAO y GDO para 
suplantar funciones estatales debilita la autoridad y legitimidad de los 
Estados, generando regímenes paralelos y afectando la gobernabilidad 
democrática.

•	 Interconexión y movilidad de las redes criminales: El tráfico de drogas, 
armas, personas y recursos naturales, así como el lavado de activos, 
son actividades que trascienden fronteras y requieren respuestas 
coordinadas entre Estados (Aponte et al., 2025).

•	 Impacto en DD. HH. y desarrollo: La gobernanza criminal perpetúa la 
violencia, la exclusión social y la pobreza, vulnerando derechos funda-
mentales y bloqueando el desarrollo sostenible de las comunidades 
afectadas (Alda-Mejías, 2023; Reuter & Paoli, 2020).

Dada la magnitud y complejidad del fenómeno, la respuesta estatal aislada 
resulta insuficiente, por tanto, se requiere la creación de un nuevo instrumento 
internacional que apruebe:

•	 Cooperación judicial efectiva: Superar barreras legales y burocráti-
cas, facilitando la asistencia legal mutua, la extradición y la persecu-
ción penal de los responsables, incluso cuando operan en diferentes 
jurisdicciones.
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•	 Intercambio de inteligencia: Agilizar el flujo de información estratégica 
y operativa entre agencias policiales, de inteligencia y de seguridad, an-
ticipando y desarticulando redes criminales transnacionales (Aponte et 
al., 2025).

•	 Coordinación interinstitucional: Integrar la labor de autoridades migra-
torias, tributarias, aduaneras y financieras para rastrear movimientos 
de personas, flujos financieros y bienes vinculados a la criminalidad 
organizada (Feldmann & Luna, 2022).

•	 Armonización normativa: Promover la homologación de tipos penales 
y procedimientos, evitando vacíos legales que faciliten la impunidad y 
el refugio de criminales en países con legislaciones menos estrictas 
(Koonings & Kruijt, 2023).

Lo anterior, dado que, si bien existen tratados internacionales como la 
Convención de Palermo, la evolución de la gobernanza criminal exige mecanismos 
más ágiles, específicos y adaptados a la realidad latinoamericana. La inacción es-
tatal agrava la crisis de seguridad regional, por lo que es fundamental fortalecer la 
cooperación internacional y la capacidad de los Estados para enfrentar este desa-
fío de manera integral y coordinada (Aponte et al., 2025).

Planes de campaña como herramienta 
estratégica en la lucha contra la        
gobernanza criminal
En el contexto de los retos de seguridad que enfrenta Colombia, las Fuerzas 
Militares representan el pilar fundamental en la defensa de la soberanía y la pro-
tección de la población civil, desempeñando un papel crucial ante las múltiples 
amenazas que afectan la integridad y el desarrollo nacional. La labor realizada, 
particularmente en el marco del Plan de Campaña Ayacucho y Ayacucho Plus, res-
ponde a fenómenos como el narcotráfico, la criminalidad organizada y las afecta-
ciones al medio ambiente, articulando esfuerzos interinstitucionales para generar 
resultados concretos que contribuyen a la tranquilidad y el bienestar de los co-
lombianos. Tal como lo resalta el editorial del periódico En Guardia, estos avances 
reflejan la vocación, el compromiso y la eficiencia con la que los soldados, marinos 
y aviadores de Colombia, salvaguardan el orden constitucional y la seguridad del 
país desde hace más de dos siglos (Editorial En Guardia, 2023).
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La gobernanza criminal constituye una amenaza sistémica para la estabilidad 
y legitimidad del Estado colombiano, al suplantar o debilitar funciones estatales 
básicas en territorios vulnerados por la acción de GAO y de GDO. Frente a este 
desafío, los planes de campaña militares son el mecanismo institucional para con-
trarrestar el accionar de los actores ilegales, y articular respuestas integrales y 
sostenidas, que abordan la restauración del orden institucional, el control territorial 
y la protección de los DD. HH. (Vargas-Cano & Gil-Osorio, 2023).

Los planes de campaña vienen evolucionando desde estrategias estrictamen-
te militares, hacia instrumentos multidimensionales que integran componentes 
políticos, sociales, económicos y de seguridad. Su implementación:

•	 Accede la planificación anticipada y diferenciada frente a la fragmentación 
del territorio nacional.

•	 Impulsa la coordinación interinstitucional e interagencial, condición indis-
pensable para recuperar la presencia estatal y restablecer la ley en zonas 
bajo régimen de facto.

•	 Aborda de forma directa los vacíos de autoridad y fortalece la gobernanza 
legítima, articulando esfuerzos de fuerza pública, instituciones estatales y 
ciudadanía.

•	 Contribuye a la protección de la población civil y el respeto a los DD. HH., 
fortaleciendo la legitimidad democrática como base para la sostenibilidad 
de la paz.

Los factores de inestabilidad que afectan el contexto nacional colombiano 
abarcan diversas dimensiones que ponen en riesgo la gobernabilidad y el desa-
rrollo sostenible del país. En el ámbito político, se destacan las debilidades del sis-
tema de justicia, la afectación a la territorialidad y la gobernabilidad; en lo econó-
mico, la persistencia del narcotráfico, la explotación ilegal de yacimientos mineros, 
la extorsión, el secuestro y el contrabando representan serias amenazas. Desde el 
punto de vista militar, se evidencian delitos transnacionales, acciones criminales y 
terroristas, tráfico de armas, así como ataques armados contra la población civil, 
líderes sociales y excombatientes.

A nivel social, problemas como los asentamientos por migración irregular, la 
instrumentalización de la población civil, la corrupción interna y la pobreza multidi-
mensional agravan la inestabilidad. Asimismo, la carencia de infraestructura vital 
y vial, junto con interferencias en la restitución de tierras, afectan el desarrollo y la 
presencia estatal. En el campo de la información, los ataques cibernéticos y opera-
ciones de desinformación inciden negativamente en la seguridad. Finalmente, las 
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afectaciones ambientales, desde daños a recursos naturales hasta catástrofes y 
pandemias, configuran un panorama complejo que demanda un abordaje integral 
(Ejército Nacional de Colombia, 2025).

Al analizar los ejes temáticos de los factores existentes, la gobernanza cri-
minal, debe ser incorporada y comprendida dentro de los planes de campaña en 
Colombia como una amenaza o factor de inestabilidad transversal, que se alinea 
de forma prioritaria bajo el componente Político, pues:

•	 Impacta directamente en la gobernabilidad y la afectación a la territoriali-
dad, erosionando la legitimidad estatal y debilitando la capacidad de res-
puesta institucional.

•	 Los planes de campaña representan la materialización estratégica de la 
voluntad política, para garantizar presencia y control estatal, siendo la lí-
nea defensiva clave frente a la ocupación criminal del Estado.

Su reconocimiento formal dentro del factor Político del Plan de campaña es 
fundamental para poder articular la política, la planeación y la acción estatal en la 
defensa de la democracia (Vargas-Cano & Gil-Osorio, 2023). La incorporación de la 
gobernanza criminal como un nuevo factor de inestabilidad, a los planes estratégi-
cos de campaña, llevará a diseñar toda una nueva línea operacional, que en mayor 
medida deberá desarrollar un esfuerzo interagencial y no cinético, para lograr el pro-
pósito constitucional de preservar la soberanía y la vigencia del orden constitucional.

Conclusiones
La gobernanza criminal constituye una amenaza real, compleja y estructural al 
Estado de derecho, que ha evolucionado desde formas tradicionales de criminali-
dad organizada hacia sistemas paralelos de autoridad en vastas zonas del territo-
rio nacional. No se trata únicamente de organizaciones delictivas con capacidad 
militar o económica, son estructuras que ejercen funciones públicas sin legitimi-
dad constitucional, reemplazando de facto al Estado en la regulación de la vida 
cotidiana, la administración de justicia, la imposición de tributos y el control social. 
Su existencia evidencia una profunda desconexión entre el diseño normativo del 
Estado colombiano y la realidad vivida por muchas comunidades sometidas a es-
tos regímenes ilegales.

El actual marco jurídico penal colombiano, no ofrece herramientas adecuadas 
para enfrentar este fenómeno con eficacia. La dispersión normativa obliga a la 
Fiscalía a subsumir estas conductas en tipos penales como el constreñimiento 
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ilegal, la extorsión o la usurpación de funciones públicas, que no reflejan la siste-
maticidad ni el carácter sustitutivo del orden constitucional que define la gober-
nanza criminal. Esta brecha normativa produce efectos perniciosos: dificulta la ju-
dicialización, alienta la impunidad y deja sin protección efectiva a las comunidades 
más vulnerables.

Ante ello, este capítulo propone la tipificación autónoma del delito de gober-
nanza criminal, entendida como la usurpación concertada y sostenida de fun-
ciones estatales por parte de actores no autorizados, mediante mecanismos de 
coacción, corrupción o violencia. Esta figura visibilizará jurídicamente la dimensión 
estructural del fenómeno, fortalecerá la capacidad punitiva del Estado, frente a re-
gímenes criminales de facto y articulará una respuesta más coherente con los fi-
nes constitucionales de protección de la convivencia, los derechos fundamentales 
y la soberanía nacional.

Sin embargo, la solución no es exclusivamente penal. La respuesta a la go-
bernanza criminal requiere una estrategia integral, interinstitucional y sostenida, 
que combine herramientas jurídicas, sociales, políticas y económicas. El fortale-
cimiento institucional, la presencia estatal efectiva, la inversión pública en territo-
rios históricamente marginados y la articulación de la justicia penal con enfoques 
de DD. HH., son condiciones indispensables para desmontar estos regímenes de 
facto. Tipificar la gobernanza criminal es una necesidad jurídica y un acto de rea-
firmación democrática: es declarar que, en Colombia, la autoridad legítima emana 
de la Constitución y de la ley, y no de la fuerza ilegítima de quienes gobiernan al 
margen del Estado.

Cabe resaltar, que se plantea la tipificación de un tipo de penal específico para 
el ejercicio de gobernanza criminal, con el propósito de reconocer y sancionar ju-
rídicamente estas conductas que desplazan funciones estatales y ejercen control 
social sobre comunidades. Aquella medida fortalece la capacidad del Estado para 
intervenir de manera efectiva frente a dinámicas de criminalidad organizada y pro-
porciona un marco legal preciso para la protección de los derechos fundamen-
tales. En segundo lugar, se sugiere la adopción y adaptación de un instrumento 
internacional que funcione como referencia normativa, que armonice la respuesta 
jurídica frente a la criminalidad organizada en Colombia y asegure la coherencia 
con los estándares internacionales en materia de prevención, sanción y control de 
delitos complejos.

Llegados a este punto, se propone la elaboración de un plan de campaña 
orientado a la implementación operativa de las medidas planteadas; plan que 
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debe contemplar estrategias de prevención, control, seguimiento y evaluación de 
las prácticas de gobernanza criminal, garantizando que las intervenciones sean 
sistemáticas, evaluables y sostenibles en el tiempo. La integración de estas tres 
propuestas vincula de manera directa los resultados del análisis con las recomen-
daciones estratégicas y normativas del estudio, consolidando los aportes teóricos 
y prácticos dentro de un marco analítico coherente. Asimismo, asegura que las 
propuestas se fundamenten en un razonamiento crítico riguroso, fortaleciendo el 
debate académico y contribuyendo de manera concreta a la construcción norma-
tiva frente a la gobernanza criminal.

Adicionalmente, como producto del análisis y la discusión sobre la gobernanza 
criminal, se identificó un insumo adicional para la investigación: el plan de guerra. 
Este plan constituye un elemento estratégico que articula de manera más efec-
tiva la coordinación interagencial, orientando la acción estatal desde un enfoque 
cinético y operaciones planificadas que integren inteligencia, coordinación insti-
tucional y participación de actores clave. Su incorporación refuerza la capacidad 
de los planes estratégicos de campaña para preservar la soberanía y garantizar 
la vigencia del orden constitucional frente a dinámicas de criminalidad compleja.

Finalmente, el capítulo propone dos contribuciones innovadoras adicionales 
que trascienden el ámbito nacional y fortalecen el abordaje integral del fenómeno 
de la gobernanza criminal: por una parte, plantea la creación de un instrumento in-
ternacional específico que complemente marcos existentes como la Convención 
de Palermo, pero que incorpore explícitamente la sustitución de funciones estata-
les por estructuras delictivas como una amenaza transnacional a la soberanía, la 
seguridad y los DD. HH., reconociendo la naturaleza interconectada de las redes 
criminales en América Latina y facilitando así la cooperación judicial, el intercam-
bio de inteligencia y la armonización normativa entre Estados afectados; por otra 
parte, subraya la necesidad de reconocer formalmente la gobernanza criminal 
como un nuevo factor de inestabilidad en la planeación estratégica del Estado co-
lombiano, particularmente en el componente político de los Planes de Campaña 
militares vigentes, lo que articulará la acción institucional, política y operacional 
frente a un fenómeno que erosiona la autoridad estatal, bloquea el desarrollo y 
socava la legitimidad democrática. Por ello, ambas propuestas refuerzan la tesis 
de que la gobernanza criminal no puede enfrentarse únicamente desde el derecho 
penal clásico y exige enfoques coordinados y actualizados, acorde con sus diná-
micas regionales y su carácter sistémico.
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Recomendaciones
En atención al análisis desarrollado en el presente capítulo, se formulan las si-
guientes recomendaciones orientadas a fortalecer la respuesta jurídica, institucio-
nal e internacional, frente a la gobernanza criminal, así:

•	 Se recomienda incorporar un delito específico en el Código Penal colom-
biano para abordar la usurpación sistemática de funciones estatales por 
parte de las GAO y GDO. Para evitar la expansión imprudente del ius pu-
niendi y el riesgo de caer en el populismo punitivo, este delito debe defi-
nirse dogmáticamente en términos de sujetos activos, derechos legales 
protegidos, conducta típica y circunstancias agravantes (Bonner, 2021; 
Ruiz, 2018).

•	 Se sostiene que el derecho penal no debe ser la única respuesta a este 
fenómeno, es imperativo acompañar la criminalización con políticas pú-
blicas que fortalezcan la presencia efectiva del Estado en los territorios 
periféricos mediante la inversión social, la infraestructura, el acceso a la 
justicia y los programas educativos; se ha demostrado que estas medidas 
desmantelan las bases sociales de legitimidad de la gobernanza criminal 
(Calderón, 2018; Feldmann & Luna, 2022).

•	 Se recomienda consolidar las estrategias de ocupación estatal en zonas 
históricamente marginadas, con el fin de impedir que las GAO y GDO con-
soliden microsoberanías paralelas; este enfoque implica dar prioridad a 
los proyectos de infraestructura, mejorar la conectividad y consolidar una 
presencia institucional con el objetivo de salvaguardar la soberanía na-
cional y fortalecer la gobernanza democrática (González & Otero, 2010; 
Reuter & Paoli, 2020).

•	 En vista del carácter transaccional del fenómeno, se propone establecer 
un tratado internacional que reconozca la gobernanza criminal como una 
amenaza para la soberanía, seguridad y los DD. HH.; el instrumento debe-
rá facilitar la cooperación judicial, el intercambio de información, la extra-
dición y la armonización normativa en América Latina (Aponte et al., 2025; 
Koonings & Kruijt, 2023).

•	 Es imperioso que se incorpore a la planificación estratégica militar, el com-
ponente político de los planes de campaña como una amenaza transver-
sal al orden constitucional; ya que facilitará la coordinación de acciones 
interinstitucionales y no cinéticas que fortalezcan la legitimidad del Estado 
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en territorios bajo regímenes de facto (Ejército Nacional de Colombia, 
2025; Vargas-Cano & Gil-Osorio, 2023).

•	 Es cardinal mejorar los mecanismos de rendición de cuentas y sancio-
nar la colusión entre funcionarios públicos y entidades criminales. En este 
sentido, se debe implementar medidas de anticorrupción en regiones crí-
ticas con el apoyo de mecanismos de verificación externos e incluso inter-
nacionales (Betancourth, 2005; Duque, 2020).

•	 Todas las respuestas estatales a la gobernanza criminal deben enmar-
carse en los parámetros de las normas internacionales de DD. HH.; la im-
plementación de medidas de seguridad diversificadas, la formulación de 
políticas con participación comunitaria y el aumento de la protección de 
los grupos vulnerables para evitar que la población sea víctima de regíme-
nes paralelos ilegítimos (Alda-Mejías, 2023; Organización de las Naciones 
Unidas, 2025). 
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